INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DE 2004. CONSULTA. SUBVENCIONES. CORRECTA FISCALIZACIÓN DEL EXPEDIENTE DE GASTO DE LA PRÓRROGA DURANTE 2004 DE UN  CONVENIO DE COLABORACIÓN POR EL QUE SE OTORGA UNA SUBVENCIÓN A  UNA INSTITUCIÓN SIN ÁNIMO DE LUCRO. 
Se ha recibido procedente de la Intervención Delegada en la Consejería de (...................................( consulta relativa a la correcta fiscalización del expediente de gasto de la prórroga durante 2004 del Convenio de Colaboración entre la Comunidad de Madrid, Consejería de (...................................(, y la (F.R.A.V.(, por el que la Administración autonómica se compromete a entregar una subvención anual por importe de 75.126,51 euros (12.000.000.-pesetas).

Con carácter previo al análisis del fondo del asunto se exponen los siguientes

ANTECEDENTES
Se tramita para su fiscalización ante la Intervención Delegada el citado expediente relativo a la prórroga para el ejercicio 2004 del Convenio de Colaboración entre la Comunidad de Madrid, Consejería de (.................................................(, y la (F.R.A.V.(, con cargo al programa 100 y a la partida 48070 "A instituciones ciudadanas y religiosas".

Entre los actos del procedimiento, acreditados documentalmente, y que integran el expediente administrativo remitido a la Intervención se enumeran los siguientes por orden  cronológico:

(
Con fecha 5 de diciembre del año 2001 se firma Convenio de Colaboración entre la Comunidad de Madrid, Consejería de (..................................( y la (F.R.A.V.(, comprometiéndose a entregar la administración autonómica la cantidad de 12.500.000,‑ptas (75.126,51 Euros). En su cláusula sexta se determina que "La vigencia de este Convenio será desde el 1 de enero hasta el 31 de diciembre del año 2002, prorrogándose anualmente, por igual periodo de tiempo, salvo denuncia expresa de alguna de las anteriores, en el mes anterior a su finalización". El texto del convenio fue informado favorablemente por los Servicios Jurídicos así como por la Dirección General de Presupuestos en aplicación del artículo 4.2 de la Ley de Subvenciones.

(
Posteriormente, el 18 de noviembre de 2002, se firmó adenda al Convenio, mediante la cual se eleva a partir del ejercicio 2003 el importe a 90.152 Euros, modificándose la cláusula tercera y sexta. Mediante esta última modificación se da una nueva redacción a la Cláusula Sexta del Convenio mediante la adición de un segundo párrafo a la misma, cuyo tenor literal es el siguiente:

"En caso de prórroga y a partir del ejercicio 2004, el importe de la subvención concedida por la Consejería de (................................( se incrementará mediante la aplicación del Índice de Precios al Consumo, salvo que ambas partes acuerden otra cosa" 
(
En fechas recientes, se tramita ante la Intervención Delegada documento contable AD por importe de 92.856 Euros, correspondiente al nuevo importe de la subvención derivado de la adenda anteriormente señalada (90.152 Euros) mas el incremento del IPC que corresponde para el ejercicio 2004 (2.704 Euros). La causa de su tardía tramitación parece ser la no existencia de crédito suficiente para la cobertura de la cuantía correspondiente al incremento por IPC.

Ante la situación actual del expediente, la Intervención Delegada plantea las siguientes cuestiones:

1. Si al tratarse de un Convenio con prórroga automática, debería de haberse tramitado con anterioridad a la fecha de inicio de la prórroga, el correspondiente expediente de tramitación anticipada de gasto, por iniciarse su vigencia el 1 de enero de 2004.

2. Si debería de acogerse con la nueva redacción del art. 4.2 de la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad de Madrid, a la autorización del Consejo de Gobierno, previo informe de la Consejería de Hacienda.  

Con el fin de proceder al análisis de las cuestiones planteadas, se efectúan las siguientes 

CONSIDERACIONES  
1.  Tramitación del expediente de gasto de la prórroga del convenio, encontrándose prevista la misma de forma tácita o automática. 
Previamente debe ponerse de manifiesto que por esta Intervención General se ha mantenido un criterio restrictivo sobre la inclusión de este tipo de prórrogas tácitas o automáticas en los convenios. En informe de fecha 5 de junio de 2001 se expone que "( la realización de actos tácitos se contradice con la regla general del carácter expreso de los actos administrativos, que posibilita la realización del proceso completo de formación de la voluntad del órgano administrativo".

No obstante, existen en la actualidad convenios vigentes, como el del supuesto objeto de análisis, en los que se encuentra establecido el sistema de prórroga tácita, sobre los que se plantean serias dudas sobre si se ha de tramitar o no expediente de gasto y si el mismo está sometido al preceptivo trámite de fiscalización previa.   

En todo expediente de contenido económico confluyen dos tipos de normas, de legalidad sustantiva y de legalidad financiera, aplicables a las diferentes actuaciones de la Administración:

a) En cuanto a la parte jurídica de los mismos, la normativa que le es aplicable establece la exigencia de determinados actos por el órgano competente. Cada tipo de contrato o convenio, en su regulación jurídica particular determina los actos a adoptar así como el órgano competente.

b) Desde el punto de vista económico, como establece el artículo 68 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda Pública, asimismo por el órgano competente han de adoptarse los actos de autorización, disposición, reconocimiento de la obligación y propuesta de pago que en cada una de las fases de gasto son exigibles.

Sin perjuicio de lo anterior, y con independencia del criterio de esta Intervención General sobre las prórrogas de las subvenciones vía convenio que se expondrá más adelante, en aquellos convenios en los que existe ya establecida la prórroga automática, no se precisa ningún acto de la Administración que de lugar a la producción de unos determinados efectos jurídicos, sin embargo y tal como se recoge en el punto b) anterior han de adoptarse los actos de ejecución de gasto exigibles en cada caso, para lo cual ha de procederse a la tramitación del  expediente de gasto correspondiente en el momento procedimental oportuno. En el supuesto de que el inicio de la prórroga coincida con el inicio del ejercicio presupuestario se ha de tramitar expediente de tramitación anticipada de gasto de acuerdo con las disposiciones de la Orden de 5 de febrero de 2001.

Asimismo, y debido al carácter excepcional de concesión directa de subvenciones a través de convenios  previsto en el artículo 4.2 de la Ley 2/1995, y dado que la prórroga  supone la concesión de una nueva subvención con ampliación temporal, en aquellos expedientes de gasto han de justificarse convenientemente que se mantienen año tras año los requisitos previstos en dicho precepto legal.

De acuerdo con lo indicado, el citado expediente de gasto de prórroga tácita o automática ha de ser objeto de fiscalización previa por la Intervención Delegada en el ejercicio de su función interventora de acuerdo con lo establecido en el Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el régimen de control interno y contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid.

Analizado el contenido de la documentación aportada se desprende que la cantidad consignada en el documento AD es el importe que resulta de dos tipos diferenciados de actos administrativos. En un  primer lugar, parte corresponde a la prórroga del convenio de colaboración, y la otra parte deviene de la revisión de precios establecida en el  clausulado del convenio tras la adenda efectuada con fecha 18 de noviembre de 2002.   

Respecto a la prórroga, la Intervención Delegada, en el ejercicio de sus competencias, comprobará en la fiscalización del expediente de gasto correspondiente a la prórroga, entre otros aspectos, que la misma se encuentre prevista en el clausulado del convenio, y que éste último se encuentre vigente, y que, asimismo, se mantienen las circunstancias previstas en el artículo 4.2 de la Ley 2/1995. Dichas circunstancias, al parecer,  se dan en el convenio analizado, no obstante, en el momento en que se realiza la propuesta de gasto de la prórroga (17/9/04), sobradamente se ha superado la fecha inicial de su vigencia.

Por otra parte, se produce en el supuesto analizado la revisión del importe de la subvención  prevista en el ejercicio anterior en virtud de la modificación del convenio con fecha 18 de noviembre de 2002, en cuya cláusula sexta se prevé que, en caso de prórroga y a partir del ejercicio 2004, el importe de la subvención concedida  se incrementará mediante la aplicación del Índice de Precios al Consumo. 

La tramitación de ambos procedimientos no puede ser coincidente en el tiempo, debiendo tramitarse, por tanto,  expedientes de gasto diferenciados, debido a que la vigencia de la prórroga para el ejercicio 2004 comienza a surtir efectos a primeros de enero, fecha en la que aún no se tiene conocimiento de los índices de precios oficiales correspondientes al ejercicio anterior, debiendo procederse, por tanto, a la tramitación del expediente de incremento de la subvención por revisión en el momento en que se tenga conocimiento de forma definitiva de dichos índices oficiales.    

En consecuencia, debido al momento de tramitación del expediente de gasto de la prórroga tácita o automática del convenio y que la misma se encuentra en vigor desde comienzos del ejercicio y dado que no se ha efectuado el preceptivo trámite de fiscalización con carácter previo al inicio de su vigencia, nos encontramos ante uno de los supuestos contemplados en el artículo 29,‑ de la omisión de la intervención‑ del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el régimen de control interno y contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid, debiendo procederse por la Intervención Delegada a la emisión del informe preceptuado en el apartado segundo del citado artículo 29. 

2.   Admisibilidad de la inclusión de la posibilidad de prórrogas y revisión del importe de las subvenciones en este tipo de convenios.
Independientemente de la cuestión suscitada y respecto a la redacción de las cláusulas de los convenios en las que se establecen la prórroga de los mismos, se señala que al tratarse dichos convenios de meros instrumentos de canalización y gestión de las subvenciones, la figura principal que ha de prevalecer jurídicamente es la de la subvención. Por ello en estos casos se aplicará  la normativa subvencional no siendo aplicables aquellos principios o criterios propios del ámbito convencional o contractual, que sean incompatibles con el concepto y los principios de las subvenciones o ayudas públicas.   

Estos Acuerdos de Colaboración tienen como objeto principal la entrega de una suma de dinero con destino a un fin de utilidad pública o de interés social, por lo que la extinción de la subvención se produce en el momento en que se realice el fin o actividad de utilidad pública o de interés social, no pudiendo de esta manera conjugarse de forma pacífica la posibilidad de una  prórroga con la realización de un  determinado proyecto o fin de utilidad pública.  

Por último en el expediente analizado se establece la posibilidad de revisión de la  subvención tras la modificación de 18 de noviembre de 2002, indicándose al respecto que la revisión  de los importes puede definirse como la adecuación de las prestaciones a los nuevos costes u oscilaciones monetarias dando lugar al restablecimiento del equilibrio económico y financiero entre las partes, no debiendo admitirse, por tanto,  dicha figura en el ámbito subvencional al no recogerse específicamente en su normativa y al no ser posible el restablecimiento del equilibrio financiero entre las partes que se produce en toda revisión de precios, dado que una subvención, de acuerdo con el artículo 1 de la Ley 2/1995, se configura como una entrega sin contraprestación directa por parte de los entes beneficiarios, no pudiendo establecerse, por consiguiente, el restablecimiento del equilibrio financiero de las partes. Se ha incluido, en consecuencia, una cláusula típica de la normativa convencional o contractual, que no es muy compatible dentro del ámbito subvencional.

3.  Procedencia o no de la autorización del Consejo de Gobierno de acuerdo con la nueva redacción del artículo 4.2 de la Ley 2/1995. 
La autorización por el Consejo de Gobierno de la Comunidad de Madrid de la celebración de los convenios o acuerdos de colaboración sin contraprestación con entidades sin ánimo de lucro, se trata de una modificación introducida por  la Ley 2/2004, de 31 de mayo, de Medidas Fiscales y Administrativas (BOCM n( 129, de fecha 1 de junio de 2004), cuya entrada en vigor se produce al día siguiente de su publicación.

La citada modificación normativa tiene como finalidad el establecimiento de una serie de medidas que posibiliten un mayor control sobre el procedimiento de concesión directa de subvenciones, y, entre ellas, la necesidad de autorización previa por el Consejo de Gobierno, no aprobación del gasto, en este tipo de subvenciones concedidas mediante el procedimiento de concesión directa.

De acuerdo con la finalidad de la nueva redacción del artículo 4.2 anteriormente expuesta, así como de la interpretación del tenor literal de su contenido,  se considera que la autorización previa de este tipo de convenios por el Consejo de Gobierno ha de efectuarse en  fase de concesión, y, en consecuencia con carácter previo a la suscripción inicial del convenio, sin que tenga cabida dicho acto en aquellos supuestos de modificación o de prórroga del convenio prevista en su caso.  

El criterio negativo sobre la procedencia de la prórroga en el ámbito subvencional ya se ha expuesto, si bien cabe manifestar que la Administración no debe a través del silencio que conlleva  la prórroga automática extender en el tiempo negocios jurídicos que pudieran contradecir la normativa legalmente aplicable sobre las ayudas públicas.  

No obstante, en el caso que nos ocupa el expediente de prórroga corresponde al ejercicio 2004, cuyo período de vigencia comienza el 1 de enero de 2004, fecha en la cual no se encontraba vigente la Ley 2/2001, de 31 de mayo, de Medidas Fiscales y Administrativas, y por tanto la modificación normativa prevista en dicho texto legal.

Por tanto y de acuerdo con las consideraciones efectuadas, esta Intervención General formula las siguientes 

CONCLUSIONES
1.-
Al haberse omitido en la prórroga del convenio de colaboración objeto de análisis, el preceptivo ejercicio de la función interventora, no se podrán intervenir favorablemente estas actuaciones hasta que se conozca y resuelva dicha omisión en los términos previstos en el artículo 29 ‑ De la Omisión de la Intervención ‑del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el Régimen de Control Interno y Contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid. 

2.-
La autorización previa del Consejo de Gobierno prevista en la nueva redacción del artículo 4.2 de la Ley de Subvenciones debe efectuarse con motivo de la celebración inicial del convenio, no procediendo la misma en las modificaciones que se puedan llevar a cabo así como en los supuestos de prórroga.  

3.-
Finalmente, en relación a la inclusión en el clausulado de un convenio de la posibilidad de prórroga así como de revisión de precios, deben tenerse en cuenta la consideración segunda del contenido del presente  informe.   
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